En la Ciudad de Mar del Plata, a los 26 días del mes de febrero del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa P-807-BB1 “FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES c. FERRETERIA ARGENTINA S.R.L. Y OTROS s. APREMIO PROVINCIAL”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli y Sardo, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Depto. Judicial Bahia Blanca, dictó sentencia de trance y remate rechazando la excepción de inhabilidad de título y admitiendo parcialmente la defensa de prescripción, ordenando –en consecuencia- seguir adelante con la ejecución promovida por el Fisco contra Ferretería Argentina S.R.L., Raúl Hebert HERNANDO y César Anibal LOUSTAU por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos exigible. Eximió de costas a la parte demandada y difirió la regulación de honorarios hasta el momento en que exista base para hacerlo (art. 51 decreto ley 8904/77) [v. fs. 189/193].


II. A fs. 194 y 195 obran cédulas de notificación de la mentada sentencia a los coejecutados y al apoderado fiscal respectivamente.

III. En legal tiempo y forma, tanto el coejecutado Hernando (v. fs. 196/204) como el Fisco (v. fs. 206/211) interpusieron sendos recursos de apelación.

IV. Mediante proveídos de fs. 205 y 212 los reseñados remedios fueron concedidos en relación, ordenándose el consecuente traslado a la pertinente contraparte por el término de cinco (5) días.

V. A fs. 213/218 el codemandado Hernando replicó el memorial de agravios del Fisco, no habiendo hecho lo propio la parte actora, por lo que a fs. 220 se le dio por decaído el derecho dejado de usar disponiéndose la elevación de la causa a esta Alzada. 

VI. Recibidas las actuaciones (v. fs. 220) y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia (v. fs. 221), corresponde plantear las siguientes

CUESTIONES

1. ¿Es fundado el recurso interpuesto por el coejecutado a fs. 196/204?

En su caso, 

2. ¿Lo es el recurso deducido por el Fisco a fs. 206/211?


A la primera cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:


I.1. En lo que interesa para dictar pronunciamiento sobre el recurso examinado, el titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo del Depto. Judicial Bahia Blanca, con fecha 09-V-2008 dictó sentencia de trance y remate rechazando la excepción de inhabilidad de título opuesta por el coejecutado y admitiendo parcialmente la de prescripción. Ordenó –por ello- llevar adelante la ejecución fiscal seguida contra Ferretería Argentina S.R.L. y los Sres. Raúl Hebert HERNANDO y César Aníbal LOUSTAU por el Impuesto sobre los Ingresos Brutos exigible. Eximió de costas a la parte demandada y difirió la regulación de honorarios (v. fs. 189/193).


Para así decidir, abordó en primer término la defensa de inhabilidad de título y el planteo de inconstitucionalidad de los arts. 18 y 21 del Código Fiscal. 

Partiendo de la premisa de la declaración de inconstitucionalidad como última ratio del orden jurídico, sostuvo que en la especie devenía innecesario tratar la repugnancia constitucional planteada en atención a su lectura sobre el alcance de la responsabilidad de los administradores de sociedades –principal argumentación de la excepción-. No encuentra quiebre alguno entre lo dispuesto por los arts. 18 y 21 del Código Fiscal con lo reglado en los arts. 59, 157 3er. párrafo y 274 de la Ley de Sociedades, desde que – en su visión- lo contemplado en la ley nacional se complementa con lo dispuesto por la legislación provincial en punto a la responsabilidad de los socios integrantes de las sociedades comerciales, aún aquellas en las que limitan su responsabilidad a la integración de las cuotas de capital.


Interpretando armónicamente las normas indicadas, el a quo postula que los administradores o representantes de las personas jurídicas resultan responsables ilimitada y solidariamente por la omisión en sus obligaciones y por los daños y perjuicios que de tal incumplimiento se derivara a terceros. Dentro de aquellos deberes, se encuentra el cumplimiento de las obligaciones tributarias (arts. 511 y 512 del Código Civil).


La establecida responsabilidad solidaria e ilimitada de los administradores de las sociedades comerciales respecto de las obligaciones fiscales –destaca- emerge de las funciones que desempeñan de acuerdo a sus estatutos sociales. Agrega que el carácter subjetivo de dicha responsabilidad se evidencia en el segundo apartado del art. 21 del Código Fiscal.

En igual sentido –a su razonar- el art. 274 de la ley 19.550, establece que los gerentes responden ilimitada y solidariamente hacia los terceros por el mal desempeño de su cargo, así como por la violación de la ley o los estatutos.

Ponderó, finalmente, que el coejecutado Hernando no desconoce ni desconoció en sede administrativa, su calidad de Gerente de la firma Ferretería Argentina S.R.L., circunstancia que además constata con el informe emanado de la Dirección Provincial de Personas Jurídicas obrante en el expediente administrativo.

Apontocado en tales razones, rechaza la excepción de inhabilidad de título planteada con fundamento en la falta de legitimación pasiva del demandado.

Luego se explayó acerca del planteo de inconstitucionalidad de los arts. 83 y 95 del Código Fiscal.

Sin perjuicio de dejar a salvo su opinión personal al respecto, teniendo presente lo dicho por la Cámara de Apelación del fuero con asiento en La Plata, entiende que no se dan los supuestos de excepción que justifiquen prima facie el tratamiento de la inconstitucionalidad dentro del estrecho marco del proceso de apremio y que aquel planteo se entroncaba con la causa la obligación al apuntar al proceso de formación del título en sí mismo.

Estima que los accesorios impugnados se tratan de intereses legales establecidos por ley especial y -por tanto- exceptuados de la facultad determinativa y, en su caso, morigeradora que a los jueces atañe por lo dispuesto en el art. 622 del Código Civil.

Remarca que tanto la naturaleza del crédito como la calidad del acreedor –el Estado provincial en el caso- aleja, en principio, la posibilidad de que se pueda entender que la tasa de interés fijada sea excesiva, ya que no está establecida para favorecer a personas determinadas sino a la sociedad toda.

Razona que las altas tasas de interés a los morosos fiscales tiene un doble sentido, por un lado una utilidad de prevención, al tratar de disuadir a aquellos que pudieran especular con el no pago, y –por el otro- paliar los efectos que la falta de pago en término ocasiona al erario provincial.

2. El coejecutado se agravia del pronunciamiento dictado.

Encuentra errado el razonamiento del a quo en orden a la complementariedad de la norma societaria con los arts. 18 y 21 del Código Fiscal, puesto que la legislación provincial extiende la responsabilidad a los administradores de las sociedades por el mero hecho de ocupar el cargo, mientras que la ley nacional dispone como principio su irresponsabilidad, salvo los casos de excepción taxativamente planteados.

Entiende que esta diferenciación torna inconstitucional a los artículos 18 y 21 del Código Fiscal al avanzar indebidamente sobre materia delegada por las provincias al gobierno nacional –art. 75 inc. 12° de la Constitución Nacional-. 

Aduna que el Fisco no ha probado que en el ejercicio de su cargo, el coejecutado haya incumplido de forma tal que justifique la extensión de responsabilidad, o que no haya actuado en forma diligente, ni la falta a los deberes de lealtad. 

Sostiene que entre los deberes del socio no se encuentra el cumplimiento de las obligaciones tributarias que recaen sobre la sociedad –verdadera contribuyente-, haciendo presumir sin más un actuar poco diligente del socio, o la falta a los deberes de lealtad, extremos que deben ser fehacientemente acreditados por quien pretenda extender la responsabilidad.

Conforme el art. 31 de la Constitución Nacional –sostiene- aún cuando la legislación tributaria sea resorte de la jurisdicción provincial, sus disposiciones deben ajustarse a las normas societarias y principios estatuídos por los códigos de fondo (argto. arts. 1, 5, 31, 75 inc. 12° y ccdtes. Constitución Nacional).

De ello desprende que no resulta legitimado pasivo del tributo adeudado por el ente social, resultando procedente la excepción de inhabilidad de titulo opuesta.

En relación al rechazo del planteo de inconstitucionalidad de los arts. 83, 84 y ccdtes. del Código Fiscal, reedita su opinión sobre que tales preceptos infringen claramente el art. 623 del Código Civil –prohibición del anatocismo- en una materia delegada al gobierno nacional como la de dictar la legislación de fondo.

Resultando aquellas normas inconstitucionales, argumenta, no puede admitirse que el Fisco se beneficie mediante su aplicación, ni que se eluda su tratamiento bajo argumentos formalistas como el estrecho marco del proceso de apremio, frente al derecho de los justiciables a obtener una tutela judicial permanente y efectiva.

El diferimiento de la discusión acerca de los intereses a otro juicio distinto del apremio resulta equivocado, al generar –en su opinión- una indefensión en el codemandado imposibilitado de afrontar el pago de la deuda reclamada por el Fisco.

En orden a la morigeración de intereses denegada por el magistrado de grado, resalta que ni la circunstancia que los accesorios se encuentren fijados por una ley, ni la calidad del acreedor o el destino que presuntamente se les daría, justifican el abuso que significa la tasa que se condena a pagar, que resulta lesiva de la moral y el orden público –arts. 953, 954, 1071 y ccdtes. del Código Civil-. 

La potestad del Estado Provincial en materia tributaria no puede sustraerse –a su criterio- de las previsiones generales de las leyes ordinarias nacionales.

Se agravia también respecto la imposición de costas, al entender que conforme lo previsto en el Código Procesal Civil y Comercial, aquéllas deben distribuirse en la proporción exacta al éxito obtenido por las partes en el juicio.

Hace reserva del caso federal y del recurso de inconstitucionalidad.

Peticiona –por lo dicho- que se revoque la sentencia apelada.

II. El recurso no prospera.

1.a. Cierto es que la excepción de inhabilidad de título en el reducido ámbito del proceso de apremio, puede encontrar andamiaje, entre otras circunstancias regladas o aceptadas jurisprudecialmente, cuando se niega la calidad de deudor mediante la denuncia de falta de legitimación pasiva (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 92.395 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c. Farmacia Copello S.C.S. s. Apremio”, sent. de 01-X-2008). 

Empero, el mencionado carril defensivo ha sido aceptado como el conducto idóneo para introducir planteos siempre que se alegue y compruebe inexistencia de deuda –total o parcial-, en aquellos supuestos en los que esta circunstancia surja palmaria de la prueba rendida en autos, sin desnaturalizar el acotado marco del apremio (cfr. doct. esta Cámara causas P-10-MP2 “Francano”, sent. del 26-VII-2008; P-297-BB1 “Lorenzo”, sent. de 18-XI-2008). 

En la especie, el coejecutado Hernando al blandir la defensa de inhabilidad de título a fs. 65/66, lo hace argumentando su falta de legitimación pasiva para ser demandado en forma personal por el cobro compulsivo de impuestos supuestamente adeudados por Ferretería Argentina S.R.L. “ante la evidente inconstitucionalidad de las normas que invoca el Fisco como fundamento de la responsabilidad personal que [le] asigna”. 

Así, en el sub examine, la admisión o rechazo de la defensa articulada no depende de la palmaria constatación por los jueces de circunstancias fácticas que permitan formar convicción en cuanto a que no pesa sobre el apremiado obligación de responder por el tributo exigido (v.g. transferencia del dominio anterior al devengamiento del tributo; formal y previa baja como contribuyente del impuesto, cese definitivo de la actividad gravada con anterioridad a los períodos fiscales exigidos; entre otros posibles supuestos), sino que la desvinculación procesal pretendida –articulada mediante el planteo de inhabilidad de título- exige de una actividad jurisdiccional que largamente excede aquella faena –como bien lo puso de resalto el Fisco en su responde de fs. 104/108- al importar adentrarse en un proceso intelectivo diverso, como lo es la comprobación de una repulsa constitucional de las normas fiscales locales que fijan la responsabilidad tributaria del excepcionante, respecto de una deuda fiscal imputada a otro sujeto apremiado –Sociedad de Responsabilidad Limitada- el que ni siquiera opuso excepciones a la pretensión del ejecutante (cfr. Apartado Tercero de los “Autos Y Vistos” de la sentencia apelada). En suma, la hipótesis excepcional de admisibilidad de este tipo de defensas depende de que el tema constitucional sea susceptible de resolverse con las constancias del expediente o sin necesidad de mayores despliegues probatorios (arg. doct. Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial San Martín, Sala I in re “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c. Credi Paz S.A. s. Apremio”, sent. del 04-12-2003), lo que no acontece en autos.

No me enrolo con ello en la postura de quienes sostienen la imposibilidad de adentrarse y declarar la inconstitucionalidad de normas en el marco de un proceso de apremio. De hecho, esta Cámara ha abordado este tipo de planteos en este especial proceso (cfr. causa P-289-AZ1 “Perrotta”, sent. de 27-XI-2008). Empero, la habilitación para llevar a cabo aquella tarea jurisdiccional mal puede apuntalarse en supuestos donde –como acontece en la especie- la propia existencia de la deuda fiscal no ha sido siquiera controvertida por el contribuyente principal, de cuyo incumplimiento se lo hace legalmente responsable al excepcionante, imputación normativa que se cuestiona en su constitucionalidad. Es que –en tales casos- la inconstitucionalidad de la ley importaría denunciar un vicio interno, algo así como la inhabilidad intrínseca del título, lo cual se halla vedado analizar en el apremio, mas no en un potencial juicio ordinario posterior a iniciar por el ejecutado (arg. doct. Excma. Cámara Segunda de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial La Plata, Sala III, in re “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Arditti, Rodolfo David s. Apremio”, sent. del 24-02-2004). 

b. Sentado lo anterior, advierto que los agravios del apelante respecto del rechazo de la excepción de inhabilidad de título dispuesta por el juez de grado, son una prolija y más completa reedición de los argumentos jurídicos en base a los cuales el coejecutado entiende inconstitucionales los actuales arts. 18 y 21 del Código Fiscal, desprendiendo de ello la pertinencia de la invalidez postulada y –consecuentemente- la admisibilidad de la excepción de inhabilidad de título fundada en su falta de legitimación pasiva.

Y aunque la actividad procesal desplegada por el apelante responde a la necesidad de contrarrestar razones brindadas por el juez del apremio en el apartado 1 del pronunciamiento cuestionado, no es menos obvio que con ella se pretende que esta Alzada incursione en un terreno que –a tenor de lo expuesto en el subpunto anterior- le está vedado en el marco del apremio, por cuanto acoger el razonamiento y lo postulado por el codemandado implicaría, sin más, adentrarse en la habilidad intrínseca del título bajo el velo de una potencial inhabilidad formal y desoyendo lo expresamente reglado en el art. 9 inciso c) de la ley 13.406.

Con todo, juzgo que la pertinente parcela del recurso no puede ser atendida.

2. Corresponde, seguidamente, tratar los agravios vinculados a la aplicación de intereses por la deuda fiscal en ejecución.

a. En su primera presentación de fs. 62/70, el coejecutado Hernando planteó la inconstitucionalidad de los arts. 83, 84 y concordantes del Código Fiscal (t.o. 1999), al sostener que mediante su aplicación, el Fisco le está reclamando en el presente apremio “intereses sobre el total del crédito que resulta del título fiscal, cuando dicho crédito ya incluye intereses” (cfr. fs. 66 vta.). Denuncia que tales preceptos estatuyen un caso de “anatocismo” que infringe la prohibición contenida en el art. 623 y concordantes del Código Civil y –por tal razón- constituyen regulación local que se inmiscuye en materia expresamente delegada por las Provincias al Gobierno Federal, a saber “la regulación de aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores”. Cita en apoyo de su razonamiento el precedente “Filcrosa” de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Postula que la cuestión constitucional planteada debe resolverse en el juicio del apremio, ya que un diferimiento de su tratamiento para un juicio ordinario posterior, lo sumiría en un estado de indefensión, al resultarle imposible afrontar el pago de la deuda que se le reclama. Ad eventum, solicita la morigeración de los intereses legales fijados en la normativa fiscal provincial, citando fallo plenario de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial Mar del Plata.

El juez del apremio desestimó el planteo de constitucionalidad articulado en esta parcela y rechazó la posibilidad de ordenar una morigeración de los intereses legales. 

En cuanto a lo primero –dejando a salvo su opinión- siguió el criterio de la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, que postula la imposibilidad de abordar en el marco del apremio los cuestionamientos de constitucionalidad de las normas fiscales que establecen los intereses aplicables a las deudas tributarias en ejecución, debate que puede darse con toda su amplitud en un juicio ordinario posterior.

En torno a lo segundo, descartó contar con prerrogativas morigeradoras en los términos contemplados en el art. 622 del Código Civil al estar en presencia de intereses legales fijados por norma especial, poniendo también énfasis en la motivación que pudo poseer el legislador al fijar intereses más elevados para los contribuyentes morosos.

El coejecutado, en su apelación de esta parcela del pronunciamiento, reedita en gran medida su argumentación inicial. Sólo agrega en cuanto a la resuelta imposibilidad de tratar en el juicio de apremio la tacha de inconstitucionalidad por él articulada, el sinsentido de volver sobre la cuestión en otro juicio si aquí ya ha sido sustanciada, con el dispendio jurisdiccional que –a su juicio- ello ocasionaría (cfr. fs. 202 vta.).

En torno al rechazo del pedido de morigeración de intereses, el apelante replica al juez de grado señalando que “ni la circunstancia que los intereses se encuentren fijados por una ley, ni la calidad del acreedor o el destino que se presuntamente se le daría a [ellos] …  justifican el abuso que significa la tasa que se le condena a pagar … lesiva de la moral y orden público”, vaciando de contenido –según su visión- la regla del art. 953 del Código Civil y afectado la seguridad jurídica en aras de razones de Estado.  

 b. Por razones de mayor claridad expositiva, abordaré en primer lugar los agravios blandidos en torno a la imposibilidad alegada por el juez de grado de tratar la denuncia de inconstitucionalidad del art. 83 del Código Fiscal (t.o. 1999) –actual art. 95 en t.o. 2004-.

En mi opinión, tal obstáculo no parece ser considerado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Observo que en Fallos 324:1280, el Máximo Tribunal Federal en un proceso de ejecución fiscal, revocó un pronunciamiento de alzada, advirtiendo que la decisión del inferior “… -so color de juzgar aplicable lo dispuesto por el art. 623 del Código Civil- ha prescindido inmotivadamente –sin que medie debate y declaración de inconstitucionalidad- de las específicas disposiciones [fiscales aplicables] …” (resaltado agregado) que fijaban una determinada tasa de interés computable sobre la deuda fiscal determinada (capital e intereses debidos) desde la interposición de la demanda de ejecución fiscal. Así, lo censurable para la Corte nacional no resulta ser el debate y declaración de inconstitucionalidad de una norma tributaria en el marco del apremio o ejecución fiscal, sino la decisión jurisdiccional que prescinde de la aplicación de esos preceptos sin que aquel debate e invalidación hayan sido efectuados en la causa y receptados en el pronunciamiento en miras a fundar una solución, para el caso, que se aparte de los mentados contenidos normativos. 

Y aquella predicable censura no resulta novedosa para esta Cámara. En varios precedentes vinculados a procesos de apremio (cfr. causas Q-327-MP1 “Fisco c. Otero Carballal”, res. del 28-X-2008; Q-1064-MP1 “ARBA c. Fernández”, res. del 28-X-2008, entre otras) ha tenido oportunidad de sostener que “censurable resulta una decisión jurisdiccional que inaplica una norma -cuando el precepto está llamado a regir en el caso- sin que, previamente, se haya debatido y declarado su inconstitucionalidad. Es que, la no aplicación de una norma en las circunstancias en que está llamada a regir, importa su previa e inevitable invalidación constitucional”.

Lleva, entonces, la razón el apelante en cuanto a la pertinencia de abordar en este proceso, el planteo de inconstitucionalidad que, en torno al precepto que regla los intereses aplicables en un juicio de apremio, hiciera al momento de contestar la intimación de pago.

c. El artículo 83 del Código Fiscal –t.o. 1999- establecía que por conducto del proceso de apremio se ejecutarían –sin previa intimación de pago- la deuda fiscal por gravámenes, intereses y multas no abonadas por el contribuyente y determinadas por la entidad recaudatoria, deuda que devengaría desde el momento de la interposición de la demanda y hasta el efectivo pago, un interés mensual acumulativo equivalente al que perciba el Banco de la Provincia de Buenos Aires en operaciones de descuentoa treinta (30) días, pudiendo incrementarlo hasta en un ciento cincuenta (150) por ciento, que sería establecido por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Economía. 

Similar redacción contiene el actual art. 95 del Código Fiscal según ley 13.405. 

Sobre tal precepto levanta el ejecutado el valladar constitucional previamente reseñado. Juzgo que la tacha articulada no es de recibo. 

(i) Cierto es que la previsión del art. 623 del Código Civil es de orden público y la capitalización de intereses sólo es admisible de modo restrictivo y en los supuestos expresamente admitidos en la norma legal, so pena de que mediante la aplicación de fórmulas matemáticas abstractas se generen resultados objetivamente injustos, que trascienden los límites de la moral y las buenas costumbres (C.S.J.N. Fallos 329:335).

Empero no es menos concluyente que el mentado precepto se inserta en un capítulo de la legislación civil donde el codificador puso su mira en torno a los intereses convencionales, absteniéndose de proyectar sobre el interés legal (cfr. nota al art. 622 del Código Civil) y dejando que éstos sólo se sopesen ante la ausencia de convención entre partes en la materia (art. 622 del Código Civil). 

Así, en el segmento de intereses de obligaciones de dar sumas de dinero, la Nación ha regulado “los aspectos sustanciales de las relaciones entre acreedores y deudores”, estableciendo la libertad de convención de intereses, la regla supletoria para el caso en que no se pacten, la liberación de su pago cuando se recibe el capital sin reserva alguna de los intereses (art. 624) y la limitación contenida en la primera parte del art. 623, aunque excepcionada cuando, a posteriori del devengamiento de los intereses, se repacta su capitalización. El anatocismo cuya prohibición prescribe el art. 623 del Cód. Civil, se refiere a la capitalización de intereses compensatorios futuros, es decir, no devengados, cuya incorporación al capital permita la liquidación en ese mismo tipo de interés (cfr. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Depto. Judicial San Martín, Sala I in re “Echeverría”, sent. del 17-08-2004). 

(ii) Y aunque en mi opinión, desde la plataforma analizada e interpretando lo sostenido por la Corte Nacional en Fallos 328:1476 -especialmente, considerandos 6°, 7° y 9°-, el art. 623 del Código Civil no posee gravitación respecto de los intereses fijados legalmente ya que está llamado a regir –al igual que las restantes normas del capítulo donde se inserta- los intereses convencionales, tampoco advierto que el art. 83 del Código Fiscal –t.o. 1999- (o su similar vigente art. 95 –t.o. 2004-) contemple una realidad de anatocismo repudiable desde el mirador del principio contenido en el art. 953 del Código Civil, como denuncia el apelante.

Adviértase que el propio art. 623 del Código Civil no entiende contrario a la moral y buenas costumbres algunos supuestos de anatocismo. 

Mal podría predicarse -entonces- que tal capitalización sí sería repudiable cuando la mentada acumulación fuera producto del procedimiento administrativo de determinación de la obligación tributaria impaga, donde se le haya brindado participación del contribuyente en el trámite (cfr. arts. 88 y sgtes. del Código Fiscal –t.o. 1999- ó arts. 101 y sgtes. del mismo ordenamiento –t.o. 2004-) y se lo haya  intimado para que proceda a su cancelación, aunque sin resultado positivo. Es de toda lógica que cuando la deuda impositiva impaga deba ser determinada administrativamente, devengue los intereses por el tiempo que trascurra entre la fecha de la exigibilidad del capital –conforme los distintos tipos de tributos- y el momento en que finalmente liquidada e intimada, el contribuyente la cancele. Y si tal pago en definitiva no acontece –en similar modo como se legisla para las liquidaciones judiciales impagas en el reseñado art. 623 del Código Civil-, es tolerable que el Fisco pueda reclamar judicialmente el pago del total liquidado administrativamente y aún adeudado, con los correspondientes intereses desde el inicio de la demanda (ya que el título fiscal refleja el monto de la deuda administrativamente liquidada, con capital e intereses, no abonada) y hasta la fecha en que se produzca su cancelación, sea por voluntario pago en el apremio o por ejecución de la sentencia de trance y remate. Es la nueva interpelación del deudor impositivo (esta vez, judicial al interponerse la demanda de apremio) (argto. C.S.J.N. Fallos 324:155; 326:4567 -considerando 3° “in fine”-) lo que genera una nueva mora, aunque por el total de lo adeudado en sede administrativa.   

Desde tal mirador, reparo en el trámite de determinación impositiva que da cuenta el expediente administrativo n° 2306-696.490/97 acollarado a la presente causa. Allí medió Resolución inicial (cfr. fs. 210/213), notificada al coejecutado (fs. 240), descargo del obligado solidario al pago del tributo (cfr. fs. 244/245), cierre del procedimiento sumarial (cfr. fs 246/247), resolución determinativa de deuda e imputación de responsabilidad solidaria al coejecutado (cfr. fs. 260/264; en copia a fs. 13/17 del expediente del apremio), notificación al interesado (cfr. fs. 301), recurso de apelación de Raúl Hernando contra la última resolución señalada, pronunciamiento del Tribunal Fiscal de Apelación en torno al recurso de apelación incoado (cfr. fs. 332/337; en copia a fs. 18/23 del expediente del apremio) y notificación de la mentada decisión (cfr. 342), con la que se agotó el procedimiento administrativo de determinación del tributo. Sin embargo, el pasivo fiscal administrativamente determinado, con debida participación del coejecutado, permaneció impago y originó el proceso de apremio aquí examinado, el que –parafraseando a la Corte nacional- constituyó la nueva interpelación al deudor impositivo, en similares términos a los previstos por el art. 623 del Código Civil para el obligado judicialmente al pago de una condena pecuniaria que no lo hace y al que se le debe iniciar la pertinente ejecución de sentencia.   

Para más, juzgar que la capitalización de intereses excede los límites de la moral y las buenas costumbres importa derivar de la prueba colectada que las consecuencias patrimoniales de aplicar dicho procedimiento importan un comprobable despojo del deudor (C.S.J.N. in re D.451.XXVIII, "Delpech, Fernando Francisco c/Heller, Juan Sebastián y otra", sent. del 06-07-95; en el mismo sentido in re S.166.XXIV, "Sequeiros, Eduardo Ricardo c/ Miranda, Héctor Alejandro y otro", sent. del 14-12-93). No basta, a mi entender, la mera denuncia de conculcación del art. 953 del Código Civil, en el modo efectuado por el aquí apelante, sin la producción de prueba que permita visualizar –en el caso- si aquel límite se ha traspuesto.

(iii) Con todo, no se comparte la visión del apelante sobre una inconstitucionalidad del art. 83 del Código Fiscal –t.o. 1999- (o de su similar vigente art. 95 –t.o. 2004-) derivada de la inobservancia de los arts. 623 y 953 del Código Civil, con consecuente violación del principio de jerarquía normativa contenido en el art. 31 de la Constitución nacional o de los preceptos constitucionales que regulan los poderes delegados al Gobierno Federal por la Provincia de Buenos Aires.

3. Descartada la inconstitucionalidad pregonada por el coejecutado, tampoco son de recibo los agravios vertidos en cuanto al rechazo que el a quo hiciera sobre su pedido de morigeración de los intereses legales que está habilitado el Fisco para aplicar a los contribuyentes morosos. 

Los argumentos volcados en el escrito recursivo han sido suficientemente descalificados tanto por la Corte Suprema de Justicia de la Nación como por la Casación Extraordinaria local (cfr. S.C.B.A. causas Ac. 72.681 “ Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Falasconi, Pedro Oscar y otra s/ Incidente de revisión”, sent. de 30-VIII-2006, por mayoría; Ac. 92.695 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/Waitz de Luque, Ana Silvina s/Apremio”, sent. de 08-III-2007 y sus citas), por lo que –en honor a la brevedad- cabe remitir y tomar como propias las razones que conforman la doctrina de dichos Tribunales en esta parcela y, apontocadas en ellas, rechazar también el agravio examinado.

4. Finalmente, en torno al agravio por el modo en que fijó las costas el magistrado del apremio, el recurso tampoco puede ser atendido.

Advierto que el juez de grado eximió de costas a la parte demandada, toda vez que el segmento en el que prosperó la defensa resulta ser mayor respecto del monto total de condena (cfr. punto Cuarto de la Sentencia, fs. 193).

El coejecutado se agravia porque el pronunciamiento no respetó, al resolver sobre las costas, la proporcionalidad en los vencimientos parciales, solicitando a esta Cámara que modifique lo decidido imponiéndole al apelante un veinticinco por ciento (25%)  de responsabilidad en los gastos causídicos. 

Juzgo inexistencia de agravio en la parcela examinada. No se advierte cuál sería el interés del apelante en obtener un fallo de segunda instancia que le fuera más perjudicial que el emitido por el juez de grado.

Sin perjuicio de lo anterior, debo recordar que, conforme la prohibición de "reformatio in pejus" -principio de jerarquía constitucional derivado del apotegma tantum devolutum quantum apellatum- el juez de la apelación no posee más poderes que los que caben dentro de los límites de los recursos deducidos, estándole vedada la posibilidad de agravar, perjudicar o empeorar objetivamente la situación del recurrente (cfr. doct. S.C.B.A. causa Ac. 74.134 “Arancibia”, sent. de 13-IX-2000), salvo que el pronunciamiento de primera instancia haya sido apelado por ambas partes en una misma parcela (cfr. doct. S.C.B.A. causa C. 98.893 “Padovani de Marchan”, sent. de 05-XI-2008). 

Materializándose el supuesto de excepción en autos -cuestionamiento directo del Fisco a fs. 210 vta./211 vta.-, lo postulado por el coejecutado recurrente será sopesado al momento de resolver la segunda cuestión planteada.

5. En cuanto al señalado error del monto de condena (cfr. fs. 201), lo postulado por el apelante resulta materia ajena a la recurso impetrado, siendo facultad propia del juez de grado actuar en consecuencia (art. 36 inciso 3° del C.P.C.C.) si aquella suma –en definitiva- se mantiene luego del embate del Fisco que se abordará al tratar la segunda cuestión.

III. Si lo expuesto es compartido, he de proponer al Acuerdo el rechazo del recurso de apelación interpuesto por el coejecutado Hernando, con costas de esta alzada en el orden causado al no mediar contradicción (arts. 68 y 274 del C.P.C.C.; art. 25 de ley 13.406).

Voto por la negativa.   

La señora Juez doctora Sardo por idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la negativa.


A la segunda cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. En lo que interesa para resolver el recurso de apelación examinado, el juez de grado hizo lugar parcialmente a la excepción de prescripción incoada por el coejecutado en cuanto a los períodos 1/12-1994 y 1/12-1995 reclamados, aplicando lo normado por los arts. 133 y 135 del Código Fiscal.

Indicó que respecto a los de mayor antigüedad (01 al 12/94), el plazo de prescripción quinquenal comenzó a correr, respecto de todos ellos, el 1° de enero de 1995, por lo que al momento de la notificación de la resolución determinativa del tributo (11/12/2000, fs. 301 expediente administrativo acompañado) y más allá del recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal interpuesto por el responsable solidario, los mentados períodos ya se encontraban prescriptos, no alcanzando a operar la suspensión del plazo de prescripción reglada en el art. 135 del Código Fiscal.

Seguidamente, en torno a los doce períodos correspondientes al año 1995, el juez de apremio fijó como dies aquo el 1 de enero de 1996, señalando que al momento de la notificación de la resolución determinativa de la deuda (11/12/2000) –en que el plazo fue suspendido de conformidad al art. 135 citado-, ya habían transcurrido cuatro años, once meses y diez días. De allí concluyó que, reanudándose el cómputo con fecha 16/01/2006, luego de los noventa días de prórroga desde la notificación de la resolución del Tribunal Fiscal de Apelación, restaban veinte días para su vencimiento, el que operó el 05/02/2006, fecha anterior a la interposición de la demanda. Así, consideró también prescripta la deuda imputable a tales períodos.


2. El Fisco se agravia del acogimiento parcial de la excepción de prescripción, alegando que el a quo ha ignorado constancias del expediente administrativo agregado. Sostiene que en la tramitación administrativa obra documentación firmada por uno de los coejecutados donde se hace expreso reconocimiento de la deuda correspondiente a los períodos declarados perimidos por el magistrado.


Denuncia que la deuda reclamada es producto de un proceso de verificación del cumplimiento de obligaciones fiscales reconocidas expresamente y que proviene de la caducidad de un régimen de regularización al que los demandados adhirieron el 18 de diciembre de 1995.


Bajo tales premisas, argumenta que el art. 134 inciso 1° del Código Fiscal es la norma aplicable al caso, la que establece la interrupción de la prescripción de las acciones cuando su exigibilidad judicial provenga de un reconocimiento expreso o tácito de la obligación impositiva por parte del contribuyente o responsable. 


Recuerda que el reconocimiento de deuda por uno de los co-obligados alcanza a los restantes y que dicha conducta determina que el nuevo término de prescripción comenzará a correr a partir del 1° de enero del año siguiente. 


En resumen, remarca que el argumento del sentenciante basado en el trascurso de más de cinco años desde el devengamiento de cada tributo y la fecha del inicio del apremio no es válido por cuanto:

(a)
Existió una moratoria caída por falta de pago de las cuotas del plan de facilidades, hecho que configura causal de interrupción del plazo de prescripción;

(b)
Hubo reconocimiento de la obligación impositiva adeudada al firmarse el acogimiento al plan de regularización;

(c)
Los recursos de los co-obligados suspendieron el curso de la prescripción;

(d)
Dicha suspensión se prolongó hasta noventa días después de notificada la resolución del Tribunal Fiscal de Apelación, no habiendo transcurrido dicho plazo entre el 18/10/2005 y el 27/02/2006.

 
Recuerda que los plazos fijados en el Código Fiscal deben computarse sólo en días hábiles, de conformidad a lo reglado en el art. 3 de citado ordenamiento.


Denuncia, en el segmento relatado, ausencia total de tratamiento de prueba esencial incorporada a la causa y conclusiones erróneas del juzgador que derivaron del examen fragmentario de la documentación acompañada. Pide en consecuencia, la revocación del pronuncimiento en la parcela cuestionada.


Seguidamente se disconforma con el modo como resolvió el a quo la temática de los gastos causídicos. Liminarmente señala que el sentenciante se aparta de la ley aplicable al no fallar sobre la obligación de los demandados de asumir las costas por el monto admitido en sentencia. 

Postula, más luego, que las costas deben en su totalidad ser cargadas a los ejecutados, en atención a que fueron ellos los que dieron motivo a la promoción del apremio, teniendo en cuenta especialmente la resistencia de los apremiados a pagar lo adeudado aún después del tránsito por sede administrativa.

En conclusión, solicita se revoque la sentencia haciendo lugar in totum a la demanda impetrada, con expresa imposición de costas a los coejecutados.

3. El coejecutado replica el memorial de agravios a fs. 213/219.

Recordando que la alzada tiene vedado el tratamiento de argumentos no sometidos a consideración del juez de grado, señala que el apelante introduce nuevas razones que no fueron blandidas ante la instancia. En tal marco, puntualiza que el Fisco al contestar la excepción de prescripción no menciona la existencia de un Plan de Pagos o Régimen de Regularización (mucho menos su caducidad o decaimiento), razón que se alza como medular –según su visión- recién en el memorial de agravios de apelación, cambiando diametralmente la línea argumental de defensa del accionante. La introducción de este fundamento novedoso, a su juicio, atenta contra el principio de congruencia y su derecho de defensa.

Ad eventum, también responde los agravios fiscales en torno al acogimiento parcial de la defensa de prescripción. Desde alli: 

(a) descarta que el juez de grado haya incurrido en omisión reprochable al momento de valorar la prueba ofrecida o que haya arribado a consideraciones contrarias a la ley vigente, 

(b) remarca que al tratar la defensa de prescripción que oportunamente blandiera, el juez del apremio ponderó adecuadamente el expediente administrativo, citando diversas fojas para resolver año a año la suerte de la excepción. Así –entiende- no es cierto que se hayan ignorado las mentadas constancias documentales,

(c) rechaza que medie un reconocimiento de deudas por suscripción de algún Plan de Pagos –ni su caducidad ni decaimiento por falta de pago-, pues ello no resulta de las fojas del expediente administrativo citadas por el apelante,

(d) niega que exista reconocimiento de la “deuda reclamada”, por cuanto los importes declarados en el formulario de fs. 38 no coinciden con las sumas determinadas por el Fisco como “ajuste impositivo” en los formularios de fs. 167 y de fs. 200/201 –analizando período por período-, que son las que se reclaman este apremio, según título ejecutivo “Formulario R-129”,

(e) desconoce que el “ajuste” practicado por el Fisco en el expediente administrativo surgiera de la “caducidad de un Régimen de regularización al que los demandados adhirieron el 18 de diciembre de 1995”, pues tal adhesión -ni su supuesta caducidad- fue acreditada en autos, amen de que el procedimiento de determinación del “ajuste” se inició “en ejercicio de las facultades conferidas por la norma legal citada”, según da cuenta el formulario de fs. 180,

(f) reseña que, aunque se receptara la postura fiscal no acreditada, igualmente la acción se encontraría prescripta respecto de los períodos correspondientes al año 1994 –con más razón los referidos al año 1995 por idénticos fundamentos-, pues aún considerando como inicio del plazo de prescripción el 1 de enero de 1996, el vencimiento del período de suspensión motivado por la intervención del Tribunal Fiscal de Apelación venció el 5 de febrero de 2006, con anterioridad a la interposición de la demanda acontecida el 27 de febrero de dicho año.

Con sustento en la defensa formulada respecto del memorial de agravios de su contraria, concluye que tampoco sería receptable el cuestionamiento del Fisco a la imposición de costas, en cuanto pretende que ellas sean impuestas al apremiado en su totalidad por haber –supuestamente- dado motivo a la promoción de la demanda, ya que si la entidad recaudatoria inició un proceso incluyendo tributos alcanzados por la prescripción, ella debe ser quien responda por las costas en aquella porción en que fue derrotada en la contienda.

Finalmente, mantiene la reserva del caso federal y solicita el rechazo de la apelación fiscal, con costas. 

II. El recurso es atendible sólo parcialmente.

1. Acierta el coejecutado en señalar que el Fisco, al momento de contestar la excepción de prescripción, no blandió como razón para el rechazo de la referida defensa los argumentos traídos ante esta Alzada en torno a los potenciales efectos que hubieren podido derivarse -respecto a la prescripción de la acción por las diferencias reclamadas por los períodos 1 a 12 del año 1994-, de la supuesta adhesión del contribuyente principal a un Plan de Regularización que se denuncia como caducado por incumplimiento.

No habiéndose planteado ello ante el juez de la instancia, la argumentación que porta el memorial de agravio en esta parcela constituye fruto de una reflexión tardía, inhábil para sustentar la apelación (art. 272 del C.P.C.C.; cfr. doct. C.S.J.N. Fallos 306:111; 307:770; 311:2247; 321:1052; doct. S.C.B.A. causa C. 91.581 “Cooperativa de Electricidad General Balcarce”, sent. de 27-II-2008; L. 87.991 “Gallegos”, sent. de 12-XII-2007; L. 84.142 “Nicosia”, sent. de 28-XII-2005; esta Cámara causas A-277-MP0 “Anibaldi”, sent. de 22-IV-2008; A-417-MP0 “Lavie”, sent. de 08-V-2008; A-350-DO0 “Bavaro”, sent. de 22-V-2008; A-1105-MP0 “García”, sent. de 11-XII-2008).

A salvo lo anterior, para satisfacción del recurrente, he de manifestar que la supuesta omisión de ponderación del expediente administrativo -que le imputa al pronunciamiento de grado- lejos está de configurarse. Es la propia documentación que tal trámite contiene, la que desvirtúa el razonamiento seguido por el apelante.

Si bien el formulario de fs. 38 da cuenta que las sumas a oblar en concepto de Ingresos Brutos por los períodos 1 a 12 del Año 1994 surgen de un Plan de Pagos (cfr. 38 vta.), no es menos cierto que dichas sumas no son las que se reclaman en autos, sino otras determinadas por la entidad recaudatoria como consecuencia del ajuste practicado sobre una base imponible declarada por el contribuyente en defecto. Ello impide que el reconocimiento de las primeras posea el efecto pretendido por el apelante sobre las segundas.

Basta para corroborar lo anterior el propio texto de la Resolución N° 2047/2000 (cfr. fs. 210/213). En relación a los períodos individualizados –así como a los correspondientes al Año 1995- la entidad recaudatoria sostiene que el contribuyente “declara en defecto la base imponible y cancela parcialmente su obligación mediante acogimiento Art. 79 C.F. por montos inferiores al monto total que le correspondía tributar”, para seguidamente agregar que “los montos incluídos en el acogimiento “ut supra” informado se consideran expresamente reconocidos por el contribuyente, motivo por el cual no forman parte de las diferencias establecidas a favor del fisco provincial en los respectivos formularios R-222 (Fiscalización y Ajuste Impositivo) y a reclamarse en la presente resolución”. Finalmente se hace constar en la mentada Resolución que “en virtud de haberse producido la caducidad del acogimiento efectuado por el contribuyente a la moratoria implementada por art. 79 C.F., se caratuló expediente 2306-390862/00, el cual se encuentra en trámite por ante esta gerencia regional a fin de proceder a intimar la deuda correspondiente”.

Todo lo anterior es reiterado en la Resolución Determinativa N° 2466/00 obrante a fs. 260/264.

Así, patente resulta que las acreencias fiscales que portan los títulos que se ejecutan mediante el presente apremio no corresponden a las potenciales impagas de un plan de regularización luego supuestamente declarado caduco, sino que constituyen adicionales del impuesto –no reconocidos por los coejecutados en tanto no hubo acogimiento a plan de regurización respecto de ellos-, surgidos como consecuencia del ajuste practicado en el proceso de fiscalización y determinación impositiva que tramitara en el expediente n° 2306-696490/97 acollarado a la presente causa. Para más, la precisa faena desplegada por el coejecutado a fs. 216/216 vta. al contestar el memorial de agravios, no hace más que guiar la lectura del mentado expediente, en el sentido correcto. 

Entonces, mal puede postularse que el art. 134, inciso 1° del Código Fiscal –t.o. 2004- posea gravitación en esta causa para la fijación del dies aquo a partir del cual se deba computar el plazo de prescripción para reclamar los períodos 1 a 12 del Año 1994. El criterio seguido por el juez de grado al aplicar los arts. 133 y 135 del Código Fiscal –t.o. 2004- en tal parcela luce ajustado a derecho.

2. En cuanto a los períodos 1 a 12 del Año 1995, la disputa gira sobre el correcto cómputo de los hasta noventa (90) días de prolongación de la suspensión del término de prescripción, prevista en el art. 135 inciso a) del Código Fiscal –t.o. 2004-, norma aplicable al caso en tanto medió recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal de Apelación. 

El Fisco apelante sostiene que desde la notificación de la resolución del Tribunal Fiscal de Apelación (acontecida según denuncia el 18-10-2005) y hasta la interposición de la demanda de apremio el 27-02-2006, no habían transcurrido los 90 días antes referenciados. Recuerda que los plazos deben computarse en días hábiles, según el art. 3 del Código Fiscal.

El coejecutado postula lo contrario. Recuerda que por dichos períodos del Año 1995, el plazo de prescripción comenzó a correr el 1 de enero de 1996 y que hasta la fecha de la notificación de la resolución determinativa del tributo –que ubica en fecha 11-02-2000 según fs. 301- transcurrieron cuatro años, once meses y diez días, restando sólo veinte (20) días para su vencimiento que, computados luego del transcurso de la prórroga de 90 días, fijaban como fecha de prescripción de la acción el 5 de febrero del 2006, anterior al momento en que fuera presentada la demanda (27/02/2006).

No comparto la opinión del representante fiscal. 

Si el efecto de la suspensión es inutilizar para la prescripción el lapso por el cual ella haya durado sin desaprovechar el tiempo posterior a la cesación de la suspensión ni el anterior al que ella se produjo (art. 3983 del Código Civil), computados que fueren estos períodos en días corridos (tal como lo hiciera el juez de grado desde que estaba corriendo un plazo de prescripción computable en años), corresponde proceder del mismo modo en cuanto al período suspendido. Mal podría predicarse que un plazo de prescripción que se computa en años conforme las reglas fijadas en los arts. 25 y 26 del Código Civil (en forma corrida), sufra una mutación en el modo de cómputo durante el período de suspensión, por la sola circunstancia de que la norma que establece la causal de inutilización adopte la unidad temporal de “días” luego definidos como “hábiles”. 

No otra podría ser la solución desde que toda causal de suspensión se vincula e influye sobre materia regida por el Congreso de la Nación, como lo es el plazo de prescripción de acciones (arg. C.S.J.N. Fallos 326:3899; S.C.B.A. causa Ac. 81.253 “Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/ Incidente de revisión en autos Cooperativa Provisión Almaceneros Minoristas de Punta Alta Limitada. Concurso Preventivo”, sent. de 30-V-2007, por mayoría).

Entonces, la prolongación de noventa (90) días de suspensión del plazo de prescripción, contabilizada desde el 18-10-2005 feneció el 16-01-2006, reanudándose a partir de dicha fecha el período de prescripción aún no consumido, esto es, veinte días (20) días corridos, expirando toda posibilidad de accionar judicialmente por tales períodos 1 a 12 del Año 1995, el 05-02-2006, fecha anterior a la interposición de la demanda (cfr. fs. 26 vta expte. judicial).

Lo resuelto por la instancia, consecuentemente, debe mantenerse  (art. 135 inciso “a” del Código Fiscal; arts. 25, 26, 3983 del Código Civil).

3. Finalmente, resta abordar el agravio en cuanto a la eximición de costas que hiciera el a quo respecto de los coejecutados. 

Se ha dicho que en los procesos ejecutivos –y el apremio claramente lo es-, conforme con lo dispuesto por el art. 556 del Código Procesal, rige plenamente el principio objetivo de la derrota en lo que se refiere a la imposición de costas; de allí que los gastos causídicos deben ser soportados por el vencido, no siendo de aplicación lo normado por el segundo párrafo del art. 68 del referido código. Así, esa aplicación plena del mentado principio excluye la consideración de aspectos ajenos al resultado puro de la contienda, descarta la posibilidad de valoración de la conducta de las partes o la índole de las cuestiones controvertidas, por lo que mal puede eximirse al vencido de correr con tales gastos según el mérito que sobre tales circunstancias se forme el juzgador (cfr. esta Cámara causa P-504-NE1 “Hogar San Andrés”, sent. de 17-VI-2008 y sus citas).

En la especie, el juez de la instancia recurrió al art. 68 del C.P.C.C. para eximir a los coejecutados del pago de las costas, sin sopesar que al sentenciar, reconoció vencimientos parciales y mutuos, tal como lo pone de resalto el Fisco recurrente.

Por tanto, atendiendo sólo al principio objetivo de la derrota [art. 556 del C.P.C.C. y 51 inciso 2° apartado a) del C.P.C.A.], sopesando los vencimientos parciales y mutuos (art. 71 del C.P.C.C.), y ponderando lo manifestado por el coejecutado Hernando en su recurso de apelación, soy de la opinión que corresponde acoger el recurso del Fisco en esta parcela, revocando el pronunciamiento apelado y fijando la condena en costas por las actuaciones ante la instancia de grado en un TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) en cabeza de los coejecutados y un SESENTA Y CINCO (65%) como obligación del Fisco.

III. Si lo expuesto es compartido, he de proponer a mi colega acoger parcialmente el recurso de apelación de fs. 206/211, revocando el punto Cuarto del pronunciamiento de fs. 189/193 y fijando la condena en costas por las actuaciones ante la instancia de grado en un TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) en cabeza de los coejecutados y un SESENTA Y CINCO (65%) como obligación del Fisco. En lo demás, el recurso se rechaza y el fallo se mantiene. Las costas de esta alzada deberán ser soportadas en igual proporción, por mediar contradicción y acogimiento parcial del remedio (arts. 71 y 274 del C.P.C.C., art. 25 ley 13.406).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el doctor Riccitelli, vota la segunda cuestión por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 

SENTENCIA


1. Rechazar el recurso de apelación de fs. 196/204, con costas de esta alzada por su orden al no mediar contradicción (art. 274 del C.P.C.C.; art. 25 ley 13.406).


2. Acoger parcialmente el recurso de apelación de fs. 206/211, revocando el punto Cuarto del pronunciamiento de fs. 189/193 y fijando la condena en costas por las actuaciones ante la instancia de grado en un TREINTA Y CINCO POR CIENTO (35%) en cabeza de los coejecutados y un SESENTA Y CINCO (65%) como obligación del Fisco. En lo demás, el recurso se rechaza y el fallo se mantiene. Las costas de esta alzada deberán ser soportadas en igual proporción, por mediar contradicción y acogimiento parcial del remedio (arts. 71, 274 y 556 del C.P.C.C., art. 25 ley 13.406).


3. Difiérese la regulación de honorarios para su oportunidad (arts. 31 y 51 Decreto ley 8904/77).


Regístrese y notifíquese por Secretaría. Fecho, devuélvanse las actuaciones al juzgado interviniente a sus efectos. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – María Gabriela Ruffa, Secretaria
